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			Prólogo. 
Un renovado modelo institucional para el Perú

			Roberto Gargarella

			Agradezco a Heber Joel Campos Bernal la oportunidad de prologar esta significativa obra. Se trata del resultado de su tesis doctoral, defendida con honores en la Universidad Pompeu Fabra de Barcelona. El libro versa sobre un tema relevante para las ciencias políticas y jurídicas, de enorme interés para la academia que realiza estudios comparados e importantísimo para su país: la grave crisis que afecta al peculiar presidencialismo adoptado en Perú y las maneras posibles de salir de la misma.

			El Perú ha redefinido su «presidencialismo atenuado» o «parlamentarizado» desde la adopción de la Constitución de 1979 y con él se ha afirmado una práctica compleja y llena de desafíos que, como bien enfatiza Heber Joel, excede largamente el marco constitucional. Los elementos que le otorgan un carácter especial al sistema político vigente en Perú son demasiados (aunque, a su manera, todos los países de la región tienen sus propias peculiaridades). Podemos comenzar mencionando a una «tradición» parlamentarizada y a la figura del primer ministro —rarezas dentro del contexto híper-presidencialista latinoamericano—, así como a los modos —por tanto, particulares— que asume la separación de poderes en el Perú; pero enseguida debemos hacer referencia a elementos extraconstitucionales fundamentales. Estos elementos incluyen, por caso, niveles de informalidad y dispersión económica notables, que encuentran expresión en una pulverización, más que fragmentación, de los partidos políticos, elementos que se traducen luego en una vida política conflictiva, en apariencia inasible, intratable. Los últimos largos tiempos, en Perú, nos ofrecen un espectáculo político trágico, coronado por niveles de inestabilidad récord, en un marco regional de mucha inestabilidad: presidencias que duran apenas días; destituciones súbitas del Ejecutivo por las causas más diversas; tensiones permanentes entre el Congreso y las autoridades ejecutivas; niveles de confrontación social altísimos; y, a la vez, una relativa estabilidad macroeconómica, asentada en una histórica desigualdad.

			Dentro de ese escenario institucional y social de ribetes directamente trágicos, el esfuerzo intelectual que realiza Heber Joel resulta encomiable. Antes que nada, hay algo fundamental en su escrito, que consiste en hacer el trabajo que muchos asumen, pero pocos llevan a cabo: historiar y periodizar el desarrollo constitucional de su país, buscando las raíces institucionales del problema que estudia. Ese tomarse en serio la realidad histórica-política-constitucional de su país ya representa un gran avance, cuando son pocos los que (a vistas de las graves falencias institucionales/normativas existentes) abandonan o desestiman la tarea, como si resultara simplemente irrelevante o no mereciera la urgente atención necesaria. Un segundo gran mérito de la labor emprendida por Heber Joel tiene que ver con las lecturas —la base bibliográfica— en que asienta su estudio. Una vez más, el aporte del autor en este terreno resulta muy valioso; ya que, en el Perú, que ha dado grandes historiadores y pensadores políticos, no abundan los estudios contemporáneos apropiadamente instruidos en materia constitucional, esto a pesar de contar con historiadores constitucionales relevantes, al menos hasta mediados del siglo XX (como Jorge Basadre, Manuel Vicente Villarán y José Pareja Paz-Soldán). Así, Heber Joel nos ofrece un panorama riquísimo, informado por los mejores y más recientes estudios en el constitucionalismo y la ciencia política comparadas. Estos datos sirven para confirmar el interés que adquiere y reviste esta tesis presentada ahora por el autor en forma de libro.

			Un tercer punto que subrayaría de este trabajo tiene que ver con una línea que lo recorre enteramente: una «ingeniería institucional no-ingenua» que propone el autor para estudiar y sugerir cambios en la organización política peruana. El enfoque propuesto resulta, en este sentido, novedoso, plausible y pertinente. Ello, sobre todo, cuando se reconoce la habitualidad con que, desde las ciencias políticas comparadas, en particular, se opta por formas de ingeniería institucional detalladas y precisas; pero, finalmente, llamadas a la irrelevancia, por su falta de compromiso efectivo con (y conocimiento de) la realidad circundante sobre la que se proponen actuar. De esta forma, Heber Joel señala bien que las reflexiones y propuestas de rediseño institucional deben ir de la mano de (al menos) la conciencia de los elementos sociales, políticos y económicos, en el marco de los cuales las reformas institucionales propuestas van a insertarse. Una ingeniería matemáticamente calibrada, pero sin atención al contexto dentro del cual va a actuar e interactuar, se encuentra obviamente destinada al fracaso.

			Llegados a este punto, quiero afirmar, ante todo, mi fundamental acuerdo con el análisis y las medidas específicas sugeridas por Heber Joel como forma de promover una «racionalización» del sistema constitucional peruano. Comparto profundamente su crítica a un presidencialismo imperfecto, al que se le han «injertado», de manera descuidada, elementos de un paradigma institucional ajeno, de carácter parlamentario. Como dice el autor, ello ha dado lugar a un sistema híbrido obviamente anómalo. Comparto, también, su atención a la historia, a las experiencias comparadas, tanto como su fina sensibilidad frente a la práctica; asimismo, su prédica en favor de enfoques politológicos atentos, de ojos abiertos. De manera especial, comparto su crítica a un sistema de separación de poderes mal calibrado o pensado, que alienta más la confrontación que la cooperación, a la cual desalienta o dificulta. Comparto su llamado de atención sobre el valor del diálogo público, desatendido por nuestros esquemas constitucionales. Además, de manera enfática, comparto también su vocación por ajustar la «sala de máquinas» del constitucionalismo, pensando asimismo en las relaciones entre representantes y representados, por caso, ajustando el sistema constitucional con el sistema electoral (como lo pidiera Giovanni Sartori).

			Consideraciones como las anteriores definen un trasfondo de preocupaciones y reflexiones comunes, que he tenido la oportunidad de discutir con el autor en el transcurso del desarrollo y escritura de su tesis. De alguna manera, hemos forjado juntos las respuestas que, en la forma de propuestas, aparecen en este libro.

			De todos modos y dentro de ese amplísimo marco de nociones, análisis y propuestas compartidas, quisiera volver a insistir sobre algunos puntos que, aunque no son ajenos a las preocupaciones del autor, no se hallan, tal vez, debidamente enfatizados, como en lo personal prefiero. Los asuntos sobre los cuales voy a referirme se enmarcan todos en una preocupación mayor que me mueve hace tiempo y que tiene que ver con una ruptura —que Heber Joel no deja de reconocer— entre «constitucionalismo» y «democracia».

			Según entiendo, desde hace décadas padecemos un problema que se ha convertido en mayúsculo y que la doctrina —aún la más avanzada— no reconoce debidamente, sino que descuida o rechaza. Me refiero al modo en que nuestra organización constitucional se ha ido vaciando del contenido democrático que asumía y que nos había prometido desde las palabras iniciales que balbuceara apenas comenzara a hablar: We the People. No se trata, simplemente, de que el sistema constitucional no promueve la participación política de la ciudadanía; sino de que el constitucionalismo se ha desentendido de la deliberación e intervención colectivas, asumiendo de alguna manera que la democracia se encuentra subsumida en la organización constitucional: cada tantos años, la ciudadanía vota y, luego, la democracia constitucional —así parece asumirse— «funciona» a su ritmo y modo. La democracia resulta, de esta forma, «colapsada» dentro de la organización constitucional. Pero, una vez más, no se trata de señalar —no es lo que quiero decir— que la ciudadanía debe votar en más oportunidades, o mejor, ni tampoco que el sistema electoral debe perfeccionarse para que la voz de aquella encuentre una más precisa y más clara expresión. De igual manera, no se trata de «revitalizar» el viejo esquema asentado en partidos políticos que —en todo el mundo— se extinguen ya como formas de mediación posible y eficiente entre ciudadanos y funcionarios públicos. Se trata de señalar que el sistema de toma de decisiones se ha autonomizado de la vida democrática —ha ganado, lamentablemente, «vida propia»— y pretende funcionar por las suyas, alimentado de forma constante del combustible electoral que recibe: el voto popular periódico.

			El problema que señalo, que tiene que ver con la «ajenidad» que siente la ciudadanía frente a la política —«alienada», alejada de la intervención popular—, no se remedia con ramas de gobierno mejor incentivadas para «dialogar» entre sí, ni con partidos políticos reoxigenados, tampoco con una «voz popular» refinada de forma más apropiada a través del sistema electoral. Nuestra vida constitucional se halla vaciada de vida democrática, porque la ciudadanía no cuenta con canales institucionales apropiados para ejercer su poder colectivo. Thomas Jefferson había sugerido alguna vez un «test de republicanismo» (que, en términos de entonces, significaba algo muy cercano a lo que hoy podríamos denominar un «test democrático»), que consistía en determinar qué poderes de «decisión y control» se dejaban en manos de la ciudadanía: a mayores poderes ciudadanos de decisión y control —nos decía él—, mayor fortaleza de la república, de la democracia. Según entiendo, lamentablemente, hoy la ciudadanía puede afirmar, con razón —en Perú, como en toda la región, como en buena parte del mundo—, que carece casi por completo de toda posibilidad institucional cierta de controlar a sus autoridades, o de decidir por sí misma, sobre los asuntos públicos que más le importan. Hoy, ese poder democrático debe canalizarse, entonces, a través de vías no-institucionalizadas, como la protesta social. Y la respuesta habitual frente a la protesta, en Perú como (o más que) en buena parte del mundo, desde el esquema institucional oficial, suele ser hostil y violenta. Como corolario de todo ello, el aporte democrático que puede hacer la ciudadanía resulta relegado o reprimido y su posibilidad de intervenir en la esfera pública, presentando sus quejas y refinando en la conversación con otros sus demandas, resultan básicamente nulas.

			El excurso anterior solo pretende, en todo caso, subrayar algunos aspectos que considero implícitos en el trabajo de Heber Joel —y que (a mi gusto) no encuentro suficientemente resaltados en su libro—. Pero este «empujón» o nudge que introduzco en este prólogo solo pretende, en el mejor de los casos, marcar algún camino posible para desarrollos futuros de la importantísima tesis que hoy nos lega el autor a través de esta obra. Las ciencias jurídicas y políticas del Perú —y, desde allí, los enfoques comparados contemporáneos— resultan enormemente enriquecidos con los estudios que aquí nos ofrece el autor. Podemos decir ahora que, por fin, nuestras disciplinas cuentan con una aproximación bien documentada, bien informada y bien razonada sobre un experimento institucional fallido, pero a la vez riquísimo y fascinante, como el que nos propone Perú y que aquí meticulosamente examina Heber Joel Campos Bernal.

		

	
		
			Introducción

			El sistema de gobierno peruano se distingue de los demás sistemas de la región por tres razones: primero, porque, a diferencia de estos, incorpora —prácticamente, desde sus orígenes— figuras del sistema de gobierno parlamentario en un sistema de base presidencial; luego, porque ese proceso fue incremental y se basó en un fin noble: evitar la concentración del poder en cabeza del presidente; y, finalmente, porque dio origen a una dinámica que, en lugar de contrapesar el poder del gobierno o el Congreso, optimizó sus rasgos distintivos (sus garrotes) en función del fenómeno del gobierno dividido. En otras palabras, es un sistema que, dependiendo de la correlación de fuerzas al interior del Congreso, actúa ya sea como un hiperpresidencialismo o, en ocasiones, como un presidencialismo extremadamente débil1.

			Este escenario ha sido producto de diferentes hitos o etapas: el debilitamiento de la figura presidencial para evitar —en sintonía con el sentido común liberal de la época— la emergencia de un monarca republicano. Luego, la incorporación acrítica de injertos del sistema de gobierno parlamentario para moderar los excesos de los caudillos militares. Y, por último, el fortalecimiento de la figura presidencial para evitar que se generen escenarios de inestabilidad que pongan en riesgo el régimen político en su conjunto.

			En este libro buscamos explicar en qué consiste este proceso y cuáles han sido los pilares políticos e ideológicos en los que se basa. Así, consideramos, a contravía de la posición prevaleciente en la academia2, que el problema trasciende a la ingeniería constitucional y que se remonta a un compromiso con un rasgo particular del principio de separación de poderes. Nos referimos al principio de solución democrática. Este plantea, en diálogo con la tradición del constitucionalismo norteamericano de finales del siglo XVIII, que los poderes públicos deben emplear sus armas defensivas para repeler los ataques de los demás, en igualdad de condiciones (Blanco Valdés, 2024, pp. 148 y ss.). Es decir, deben poder generar un efecto inhibitorio que promueva la colaboración y cooperación entre poderes.

			Este enfoque estuvo presente desde muy temprano en el diseño de las instituciones políticas en el Perú. Prueba de ello son figuras como la interpelación y la censura ministeriales, la cuestión de confianza y la disolución del Congreso, o la vacancia presidencial por la causal de incapacidad moral permanente y el juicio político. Estas han sido parte de la ingeniería constitucional del Perú desde los inicios de la República y han influido de manera decisiva en la gestión de nuestros conflictos y diferencias políticas.

			Hemos dividido nuestra investigación en cinco capítulos. En el primero, analizamos sus principales variables teóricas. Así, nos referimos al debate sobre la relación entre la parte dogmática y orgánica de la Constitución en el marco del paradigma del Estado Constitucional de Derecho; al principio de separación de poderes y su impacto en el diseño del régimen político; a los sistemas de gobierno, poniendo especial énfasis en la experiencia latinoamericana de los últimos años; y, por último, a la doctrina de la erosión democrática. Consideramos que cada una de ellas se enlaza para explicar el sentido de la constitución del poder en la actualidad.

			En el segundo capítulo explicamos cómo funciona la Constitución orgánica del Perú. Es decir, cuáles son sus figuras más relevantes y cómo han sido interpretadas por la jurisprudencia, sobre todo, del Tribunal Constitucional en los últimos años. Hemos denominado a este capítulo (en clara reminiscencia a una novela de Julio Cortázar): «La Constitución orgánica del Perú: un modelo para armar», porque, en efecto, esta se halla aún incompleta y expresa las inconsistencias de los debates políticos y constitucionales que la precedieron.

			En el tercer capítulo analizamos la evolución del sistema de gobierno peruano, desde sus inicios —a principios del siglo XIX— hasta nuestros días. Destacamos en esta revisión histórica la consolidación de un marco de referencia que explica el sentido de sus principales instituciones y que se ha puesto de manifiesto en las diversas crisis políticas por las que ha atravesado el país.

			En el cuarto capítulo discutimos el marco de referencia antes mencionado. Explicamos en qué consiste y cuáles son sus implicancias prácticas. Asimismo, planteamos como alternativa el enfoque del diálogo constitucional y desarrollamos sus presupuestos teóricos sobre la base de los aportes de autores como Gargarella, Lafont o Kavanagh.

			Por último, en el quinto capítulo proponemos algunas medidas para repensar el diseño de la Constitución orgánica, especialmente en lo que respecta a las relaciones entre el gobierno y el Congreso. Estas medidas buscan superar el problema del gobierno dividido y generar, en armonía con la práctica constitucional histórica, espacios para la promoción de la deliberación pública. Las medidas que proponemos son las siguientes: la renovación parcial del Congreso, la interpelación ministerial ciudadana y la eliminación de la vacancia presidencial por la causal de incapacidad moral permanente.

			Al llegar al final de esta investigación consideramos que el principal problema que enfrenta el sistema de gobierno peruano es, esencialmente, de encuadre. No es un problema de instituciones específicas, sino de cómo pensamos estas en un plano más general. En el constitucionalismo peruano, se trata de un enfoque que privilegia la lógica de las armas defensivas. Nuestra imaginación constitucional no nos ha permitido introducir otras variables. No hemos prestado atención, por ejemplo, al rol que nos corresponde asumir a los ciudadanos en el proceso de toma de decisiones políticas, ni a cómo promover la cooperación antes que el conflicto entre poderes. Nuestra energía ha estado puesta en fortalecer ya sea al Congreso o al gobierno para un hipotético enfrentamiento en el que, al final, quienes más hemos perdido hemos sido nosotros, el pueblo.

			

			
				
					1	«Si nuestros gobernantes se hubiesen manifestado respetuosos de las leyes y de las normas constitucionales y de las decisiones institucionales, como el presidente norteamericano, acaso habríamos tenido un modelo próximo al presidencialismo puro. Pero, visto y conocido el poco escrúpulo que han tenido —y tienen— los gobernantes peruanos, derivaría ese régimen, inevitablemente, en una tiranía. El peso del presidente, transformado en caudillo todopoderoso, requiere mecanismos de control directos y efectivos. Así se generó, en nuestra historia, este modelo que podríamos denominar Ejecutivo monocrático controlado. Sus primeras formas vieron la luz cuando ninguno de los constituyentes de 1979 había llegado al mundo. Probablemente, no habían nacido —siquiera— sus progenitores. Habría que remontar los orígenes de ese Ejecutivo monocrático controlado a la práctica constitucional iniciada durante el primer gobierno de Castilla (1845-1851) y a las normas derivadas de esa práctica —registradas en la famosa ley de ministros de 1856— que reglamentó la institución del Consejo de Ministros e introdujo la censura ministerial. Desde entonces hasta hoy podríamos reconocer, en este Ejecutivo monocrático controlado, nuestra forma de gobierno» (Planas, 1998, p. 45).

				

				
					2	En el Perú, la discusión se ha centrado esencialmente en determinar cuáles serían las instituciones más adecuadas para prevenir el avasallamiento de un poder sobre el otro. Para responder a esa inquietud, se ha tomado como referencia, o como caja de herramientas, la tradición parlamentarista. Eso explica, por ejemplo, la incorporación incremental, y muchas veces acrítica, de injertos de dicha tradición para moderar los excesos ya sea del gobierno o del Congreso.

				

			

		

	
		
			Capítulo 1. 
La Constitución orgánica y la relevancia de la ingeniería constitucional para explicar su evolución y dinámica

			En el presente capítulo discutiremos las principales variables sobre las que gira nuestra investigación. Estas son: a) las diferencias y los puntos de convergencia entre la Constitución dogmática, o Constitución de los derechos (CD), y la Constitución orgánica, o Constitución del poder (CO); b) los sistemas de gobierno (entre los cuales pondremos de relieve, sobre todo, los sistemas presidencial, parlamentario y semipresidencial); c) el principio de separación de poderes y su evolución histórica e ideológica; y, por último, d) el impacto del diseño político en el funcionamiento y consolidación de la democracia y sus garantías.

			Nuestra aproximación será teórica. Pondremos énfasis en el desarrollo de dichas variables a la luz de los problemas y principales retos que afronta el modelo republicano, y cómo ello se vincula con la evolución del régimen político peruano. Fundamentalmente, en lo que respecta a la comprensión del principio de separación y equilibrio de poderes y la doctrina de la erosión democrática, que, en los últimos años, ha cumplido un rol decisivo para explicar las crisis de gobernabilidad que afrontan las principales democracias de América Latina y el mundo.

			1.1. La Constitución dogmática y la Constitución orgánica: el punto de partida

			Por lo general, las constituciones del mundo contemporáneo presentan una parte dogmática, relativa a los derechos y sus garantías, y una parte orgánica, relativa a la distribución y organización del poder. Ambas se relacionan de forma directa. Así, la CD tiene por objeto cristalizar el principio de dignidad (piedra de toque del constitucionalismo moderno), mientras que la CO apunta a limitar el ejercicio (abusivo) del poder. El artículo 16 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano resume esta aspiración liberal: «Toda sociedad en que la garantía de los derechos no está asegurada, ni determinada la separación de los poderes, carece de Constitución».

			En las líneas que siguen presentaremos los rasgos distintivos de la CD y de la CO, destacando sus puntos de contacto. Así, pondremos de relieve aspectos como el rol que cumple la CD para el funcionamiento de una sociedad bien ordenada y la influencia que ejerce el diseño político (la CO) en la exigibilidad y promoción de las libertades fundamentales.

			1.1.1. El rol que cumple la Constitución en una sociedad bien ordenada

			Vamos a considerar como punto de partida las siguientes variables en nuestra investigación: a) el rol que cumple la Constitución en una sociedad bien ordenada; b) el principio de separación de poderes —y la relación que posee con la denominada Constitución material—; c) los sistemas de gobierno y el debate en torno a cuál es el más adecuado; y, finalmente, d) los puntos de contacto entre la doctrina de la erosión democrática (democratic backsliding) y el diseño de las instituciones políticas. Cada uno de estos elementos nos permitirá evaluar el marco jurídico en el que se inscribe la CO del Perú. Y nos dará luces para identificar, en los capítulos posteriores, los factores que explican su desarrollo y evolución histórica e ideológica. 

			Empecemos, entonces, por el primero de ellos.

			En la doctrina se distingue entre el concepto de Constitución y el de constitucionalismo (Zagrebelsky, 2023). El primero se refiere al diseño de las instituciones. Este debe ser acorde a la voluntad de los representantes o delegados del pueblo soberano. «En este sentido descriptivo, la Constitución es norma fundamental y fuente del derecho en la medida en la que establece la organización del Estado y su relación con los ciudadanos» (Salazar, 2013, p. 92). Así, no es relevante si controla el ejercicio arbitrario del poder o garantiza los derechos fundamentales de manera efectiva; tampoco si cuenta con el respaldo de sus destinatarios. Basta con que exista una fórmula legal que, como señala Hesse (1992, p. 8), permita garantizar la unidad política del Estado.

			El constitucionalismo, en cambio, implica algo distinto. Este concepto se refiere a los principios y valores que promueven el interés público y la separación de poderes3. Se fundamenta en la premisa liberal de que todos los seres humanos poseen dignidad por el mero hecho de ser tales4. Su objetivo es garantizar, como señala Rawls (2006), el funcionamiento de una sociedad bien ordenada5.

			Las constituciones modernas se estructuran en dos partes claramente diferenciadas: una dogmática y una orgánica. La parte dogmática abarca el respeto, reconocimiento, garantía y promoción de los derechos fundamentales. Por tal motivo, también se le denomina «la Constitución de los derechos». Su objetivo principal reside en optimizar el principio de dignidad humana y desempeña un papel clave tanto en el acceso como en el ejercicio del poder.

			Desde mediados del siglo XX, la mayoría de las constituciones en Europa continental incorporan derechos fundamentales en sus articulados. Y les asigna a los jueces (por lo general, a los jueces constitucionales) la responsabilidad de garantizarlos. Como señala Zagrebelsky (2016), el surgimiento de las constituciones materiales supuso un giro copernicano en la comprensión del derecho y en el desarrollo de una cultura jurídica comprometida con la libertad y la democracia6. Pero la CD, si bien apunta a la protección incondicional de los derechos, no se halla al margen de los vaivenes de la política. Por ello, su cumplimiento efectivo requiere de un diseño institucional sensible a sus necesidades y demandas. De ahí la importancia de prestar atención a la parte orgánica de la Constitución.

			Esta consiste en la organización y distribución de las cargas del poder. Mientras que la CD se basa principalmente en el principio de dignidad, la CO se fundamenta en el principio de separación y equilibrio de poderes. Su fin último consiste en evitar que un grupo o estamento de la sociedad o del Estado concentre más poder que otros o lo ejerza fuera de los límites establecidos por la Constitución (Zagrebelsky, Marcenò & Pallante, 2020, pp. 577-578)7.

			En suma, tanto la CD como la CO explican el sentido que tiene en la actualidad el constitucionalismo y predeterminan la estructura de la Constitución. Son, pues, dos caras de una misma moneda. Si bien se refieren a materias distintas, en los hechos, se hallan estrechamente vinculadas. Loewenstein (1976) da cuenta de esta idea al referirse al «mínimo irreducible de una auténtica Constitución». Según este autor, los elementos que lo conforman son: 

			1. La diferenciación de las diversas tareas estatales y su asignación a diferentes órganos estatales o detentadores del poder para evitar la concentración del poder en las manos de un único y autocrático detentador del poder.

			2. Un mecanismo planeado que establezca la cooperación de los diversos detentadores del poder. Los dispositivos y las instituciones en forma de frenos y contrapesos —los checks and balances, familiares a la teoría constitucional americana y francesa—, significan, simultáneamente, una distribución y, por tanto, una limitación del ejercicio del poder político. 

			3. Un mecanismo, planeado igualmente con anterioridad, para evitar los bloqueos respectivos entre los diferentes detentadores del poder autónomos, con la finalidad de evitar que uno de ellos, caso de no producirse la cooperación exigida por la Constitución, resuelva el impasse por sus propios medios, esto es, sometiendo el proceso del poder a una dirección autocritica […].

			4. Un método, también establecido de antemano, para la adaptación pacífica del orden fundamental a las cambiantes condiciones sociales y políticas —el método de la reforma constitucional— para evitar el recurso a la ilegalidad, a la fuerza o a la revolución. 

			5. Finalmente, la ley fundamental debería contener un reconocimiento expreso de ciertas esferas de autodeterminación individual —los derechos individuales y libertades fundamentales—, y su protección frente a la intervención de uno o todos los detentadores del poder (Loewenstein, 1976, p. 153).

			Loewenstein destaca dos aspectos clave: a) la necesidad de evitar la concentración del poder; y b) la importancia de respetar un ámbito inalienable de autodeterminación individual. Sin estos elementos no se puede considerar que exista una «auténtica Constitución». Sin embargo, es pertinente destacar también la relevancia de que estos principios se materialicen en la práctica. No basta con que la Constitución, en términos formales, los incluya; es necesario además que se cumplan y que estén profundamente arraigados en la cultura, tanto política como jurídica, de la comunidad.

			En ello radica la distinción planteada, a su turno, por Carlos Nino, entre un sentido mínimo y un sentido pleno de constitucionalismo. Así, el primero consiste en el establecimiento de un sistema jurídico basado en el principio de validez de las normas (Nino, 2005, p. 2); esto es, la presencia de un marco que oriente el funcionamiento de las instituciones y el ejercicio previsible del poder. Para ello, no es necesario que la Constitución adopte una forma determinada. Puede tratarse, como señala Nino, de una Constitución incluso consuetudinaria (2005, p. 2). Tampoco es relevante que posea un contenido específico. Lo relevante de la Constitución, en un sentido mínimo, es el orden, al margen de que este sea compatible con los valores de la libertad.

			En otras palabras, según este enfoque, basta con que se reconozca la existencia de una Constitución para que se cumpla con los postulados del constitucionalismo. Ese sería el caso, por ejemplo, de un gobierno de facto que, pese a no observar las reglas del juego democrático, se rige por un orden predeterminado, del cual depende la validez jurídica de sus normas (Nino, 2005, p. 2)8.

			El sentido pleno, en cambio, demanda algo más: exige la presencia de límites que permitan controlar el proceso de deliberación de las leyes y, por consiguiente, sus contenidos; los cuales actúan, en ese contexto, como un medio para garantizar su autoridad y legitmidad democráticas (Nino, 2005, p. 4). Así, según este enfoque, no es suficiente con que exista un sistema de normas —un sistema escalonado de fuentes del derecho—, sino que este debe guardar relación con los valores de la democracia liberal. Entre ellos, la protección de las libertades individuales, la promoción de la deliberación pública y los controles efectivos al poder9.

			En las líneas que siguen, analizaremos con más detalle los elementos que conforman cada una de las partes de una Constitución auténticamente liberal.

			1.1.2. La Constitución dogmática o la Constitución de los derechos

			Las constituciones de la posguerra se caracterizan por la presencia en sus articulados de normas materiales; es decir, aquellas que reconocen, garantizan y promueven los derechos fundamentales (Zagrebelsky, 2016, pp. 25 y ss.). Asimismo, se caracterizan por contar con mecanismos de reforma constitucional más complejos y exigentes que los previstos para la aprobación y modificación de una ley10. Se debe agregar a lo anterior la presencia de cortes o tribunales constitucionales llamados a cristalizar el principio de primacía de la Constitución, según el cual, las normas de rango legal, para ser válidas, deben ser compatibles, formal y sustancialmente, con la Constitución (Zagrebelsky, 2008, pp. 312 y ss.).

			La emergencia de estas nuevas constituciones ha dado paso a lo que autores como Gustavo Zagrebelsky (2016) denominan como el paradigma del Estado Constitucional de Derecho11. Sus principales rasgos de identidad son los siguientes:

			
					En el Estado Constitucional de Derecho, los jueces adoptan un rol más proactivo que en el modelo de Estado Legal o Liberal de Derecho. Ello significa que asumen competencias más relevantes, como interpretar los alcances de las normas constitucionales de forma creativa, e inaplicar (o expulsar del ordenamiento jurídico) las disposiciones contrarias a aquellas por la forma o el fondo.

					Lo anterior implica que los jueces están en posición de imponer límites a las asambleas democráticas. Bajo el supuesto de que su función principal es resolver conflictos jurídicos según lo que prevé la Constitución —en un sentido fuerte— y no solo la ley, pueden intervenir en el debate democrático al hacer vinculantes sus lecturas —morales y filosóficas— de la realidad12.

					La participación de los jueces en la toma de decisiones políticas ha motivado diversas críticas. Algunos autores —entre ellos, Jeremy Waldron (2005) o John Hart Ely (1981)— sostienen que el ejercicio de este poder resulta lesivo para la democracia, pues en estricto los jueces no gozan de una legitimidad popular de origen13.

			

			El cambio de paradigma del Estado legal al Estado Constitucional de Derecho pone el acento en el rol de los principios y las garantías constitucionales (Alexy, 1997)14. Como señala Zagrebelsky (2016), apunta a superar el formalismo jurídico, basado en una visión legicéntrica del derecho, en el que los mandatos de autoridad poseen mayor instancia que los argumentos y razones sustantivas15. Pero también apunta a superar una visión sobre la sociedad y el Estado basada en la igualdad formal ante la ley, que invisibiliza las necesidades de los individuos y ahonda la crisis de las instituciones representativas (Ferrajoli, 2010, pp. 25 y ss.). Su agenda, por tanto, no solo es jurídica, sino ideológica, y tiene como premisa la satisfacción de las necesidades humanas en el contexto de sociedades plurales y diversas, marcadas por el hecho del desacuerdo (Waldron, 2005, pp. 177 y ss.).

			A continuación, veremos cómo la presencia de constituciones materiales que reconocen, de manera expresa, derechos fundamentales cumple un rol esencial en la comprensión del diseño político y orgánico de las sociedades contemporáneas. Así, nos importa poner de relieve cómo esta relación entre la CD y la CO puede dar pie a potenciales conflictos; pero, al mismo tiempo, puede contribuir al fortalecimiento de las instituciones democráticas, si se desarrolla conforme a su ideal regulativo de optimización de las libertades individuales y de promoción de la deliberación pública.

			1.1.3. La Constitución orgánica y su importancia para la vigencia de los derechos fundamentales y el control del poder político

			Como acabamos de precisar, la CD se ocupa del reconocimiento y garantía de los derechos fundamentales. En un contexto, además, que presupone el cambio de paradigma, de un derecho por reglas a un derecho por principios. Este cambio paradigmático, según Zagrebelsky (2016), surgió hacia mediados del siglo XX. Y presenta, como nota distintiva, la emergencia de constituciones rígidas y materiales16. Una Constitución rígida es aquella que posee mecanismos de reforma más exigentes que los que se requieren para una ley, mientras que una Constitución material es aquella que incorpora, de manera directa, derechos fundamentales en su articulado.

			Junto a estos elementos, se ubica el denominado control de constitucionalidad de las leyes. Esta figura, que es en realidad una expresión del principio de primacía de la Constitución, supone, en los hechos, un nuevo escenario para entender tanto los alcances del principio de separación de poderes, como la tensión entre la democracia y los derechos17.

			Ahora bien, y sin perjuicio de lo anterior, no se debe perder de vista el rol que cumple en ese contexto la CO. Esta se ocupa de la organización del poder y apunta a cristalizar el principio de separación y equilibrio de poderes. Por ende, es una respuesta —ideológica— a la doctrina del poder absoluto, imperante durante el ancien règime (Blanco Valdés, 2006, p. 208), y, a la vez, un medio para la realización de los derechos previstos por la CD.

			Entre las tareas que tiene a su cargo la CO se encuentran:

			
					Evitar la concentración del poder. La CO cumple este objetivo a través de un diseño que pone el acento en la distribución del poder en tres ramas distintas: la legislativa, la ejecutiva, y la judicial (Salazar, 2013, p. 87)18. De las tres, se asume —a veces, acríticamente— que la primera es la más relevante. Ello se debe a que esta, a diferencia de las otras, goza de una legitimidad popular de origen (Waldron, 2016, p. 51).

					Permitir el reconocimiento y exigibilidad de los derechos fundamentales. En ocasiones se pierde de vista este aspecto y se asume que los derechos, por su mera condición de compromisos morales, pueden generar efectos jurídicos directos. Sin embargo, en la práctica, ello no es así. Si no existen instituciones que apunten a ese objetivo, los derechos se convierten en simples aspiraciones («disparates sobre zancos»), dependientes de la benevolencia de sus destinatarios para rendir frutos. De ahí la importancia de reconocer el papel que cumplen las instituciones para garantizar su vigencia efectiva. Si estas son mediocres, o resultan ajenas al interés general, o responden a las ambiciones de quien detenta el poder, su influencia se torna anodina. Por el contrario, si responden a las demandas de «nosotros, el pueblo», esta se acentúa19.

					Por último, la CO tiene un impacto decisivo en el proceso político; puntualmente, en lo que respecta a la promoción de la deliberación pública. Lo que distingue al Estado absoluto del Estado de Derecho es justamente esta premisa: hacer posible que el principio de soberanía se desplace del monarca absoluto al pueblo, a fin de que se garantice uno de sus presupuestos básicos: el autogobierno popular20.

			

			Tomando en cuenta lo anterior, es posible, entonces, sostener que la CO se encarga de materializar el principio de separación de poderes y garantizar la vigencia efectiva de nuestros derechos. Por tanto, su rol no es solo meramente político, trasciende a este y se inscribe en una trayectoria más amplia, en función de las demandas y expectativas de la comunidad.

			Durante el siglo XIX, la CO adoptó una estrategia clara para alcanzar sus objetivos. Basó su legitimidad en la ley y delineó con precisión las funciones y competencias de cada poder del Estado, con el fin de evitar interferencias mutuas. Sin embargo, su propósito principal fue destacar el rol creativo del legislador democrático, quien, a diferencia de los jueces (o de los órganos administrativos), tenía la responsabilidad de materializar los anhelos y aspiraciones de la comunidad. Su influencia, por tanto, no se limitaba a la representación; también consistía en recrear, a través de la ley, la realidad del mundo21. Como señala Zagrebelsky:

			La idea de Rechtsstaat correspondiente al Estado liberal se explicaba como sigue: a) la ley como acto deliberado de un parlamento representativo que define la esfera de la autonomía de la sociedad respecto al Estado; b) la supremacía de la ley sobre la administración, es decir, sobre el poder autoritario del Estado y, por lo tanto, la subordinación de los derechos de los ciudadanos a la ley y solo a la ley, y no a un poder arbitrario del gobierno; c) la existencia de jueces independientes, competentes exclusivamente para aplicar la ley y solo la ley, no únicamente en las controversias entre ciudadanos, sino también entre los ciudadanos y la administración del Estado (Zagrebelsky, 2008, p. 95).

			En la actualidad, sin embargo, este modelo ha sido desplazado por otro. En términos formales, este nuevo paradigma plantea una comprensión más amplia del campo jurídico. Ya no da por descontado que sus destinatarios integran una sociedad homogénea. Por el contrario, acepta con humildad el hecho del pluralismo22. Si bien mantiene el esquema de separación de poderes, consustancial al Estado liberal de derecho, lo matiza bajo el compromiso de que estos actúan de manera cooperativa (Salazar, 2013, p. 90). Y, sobre todo, plantea una relación entre la Constitución y la ley, en cuya virtud esta ya no es la que define los términos de la primera, sino, más bien, la que se somete a sus postulados. De ahí que se diga que, en el Estado constitucional de derecho, la Constitución ya no es más una norma abstracta o meramente programática, sino el parámetro para determinar la pertenencia de una ley al sistema jurídico (Salazar, 2013, pp. 106-107). 

			1.1.4. La Constitución orgánica y el problema del diseño de las instituciones políticas

			En el acápite anterior, destacamos la relación que existe entre la CD y la CO. Así, hemos sostenido que esta última garantiza que se cumplan los fines de la primera y que la CD, a su vez, orienta el diseño de las instituciones —de las normas— que conforman la CO. Sin embargo, entre ambas subyace al mismo tiempo una tensión irredimible: la tensión entre derechos y democracia.

			Los derechos (CD) dan cuenta de las inmunidades frente al poder. Son, como afirma Ferrajoli (2010, p. 31), espacios vedados al arbitrio de las mayorías. Y resaltan, antes que el quién y el cómo, el qué de las decisiones democráticas. Por su parte, la democracia (CO) pone énfasis en el principio de autogobierno popular y evalúa, de manera crítica, el rol que cumplen, por ejemplo, los órganos jurisdiccionales sobre la base del principio de primacía de la Constitución23.

			Según Gargarella (2015), el constitucionalismo (que aboga a favor de los derechos) busca conciliar su posición con la del argumento democrático. Para ese fin, desarrolla cuatro estrategias:

			
					Plantea que la Constitución es producto de un acuerdo democrático. Vale decir, es producto de un consenso que nos involucra a todos. No se trata, por tanto, de una imposición, o de un mero acto de autoridad; sino, por el contrario, de una expresión de nuestra soberanía. El problema con este argumento, según Gargarella (2015), es que no toma en cuenta que dicho pacto fundacional posee una clara vocación de permanencia; es decir, aspira a perdurar, más allá del periodo en el que fue establecido. De modo que surge una inquietud legítima: «¿Por qué entonces la comunidad que sucede a la nuestra debe sentirse limitada a partir de un acuerdo del que no ha tomado parte?» (Gargarella, 2015, p. 1993).

					La segunda estrategia busca responder a la objeción anterior. Así, señala que debemos observar los postulados de la Constitución por: «las circunstancias “peculiarmente democráticas” que rodearon a su nacimiento» (Gargarella, 2015, p. 1993). El punto es que, según este autor, antes que algo real, ello parece ser la expresión de «dogmas o mitos que se disuelven apenas se los examina con un poco más de cuidado» (Gargarella, 2015, p. 1994). 

					La tercera estrategia apela al denominado «consenso tácito». Según esta premisa, la Constitución merece adhesión antes que (o solo) por su origen, por el respaldo que «fue obteniendo con el transcurrir del tiempo» (Gargarella, 2015, p. 1994). Sin embargo, ello en realidad puede ser producto de la «mera resignación» o «acostumbramiento» de sus destinatarios, basado en el hecho innegable de que sus mecanismos de reforma son altamente exigentes y requieren, como condición previa, de agencia política (Gargarella, 2015, p. 1994). De manera complementaria, esta estrategia se complementa con aquella que plantea, a su vez, que debemos observar la Constitución en la medida que «se encuentra ya enraizada en las tradiciones más profundas de nuestra comunidad» (Gargarella, 2015, p. 1995). Sin embargo, más allá del paso del tiempo, este argumento no ofrece ningún elemento de juicio de índole moral o política que lo sustente. Que algo sea «tradicional» no lo convierte, de manera automática, en algo que tenga que perdurar.

					Por último, la cuarta estrategia plantea una relación inescindible entre el constitucionalismo y la democracia. Esta consiste en que el constitucionalismo permite que la democracia funcione de manera adecuada. Sin las garantías previstas por este, la democracia se expondría a riesgos que podrían conllevar a su propia destrucción. Para ilustrar este punto, Gargarella apela a la metáfora de Ulises y las sirenas24: «El constitucionalismo no debe verse —como lo veíamos hasta aquí— como una forma de “atarle las manos” a la sociedad —una forma de quitarle libertad, de ahogar el autogobierno—. Más bien […] el constitucionalismo debe ser visto como una forma de ganar y potenciar nuestra libertad como comunidad» (2015, p. 1998). El problema con este argumento es que, en ocasiones, esta imagen —la del pueblo que decide de manera soberana autolimitarse— no refleja lo que ocurre en la práctica. Quienes aprueban —y, por tanto, deliberan sobre— las constituciones son parte de una élite política. Los representantes, sobre la base de la legitimidad que ostentan, pueden decidir atarle las manos al pueblo y mantener desatadas las suyas con todo lo que ello implica (Gargarella, 2015, p. 2000).

			

			Del lado del constitucionalismo, sin embargo, se plantean algunas replicas. Por ejemplo, Ferrajoli sostiene que la democracia debe ser entendida como el espacio de lo decidible (en el que impera la discreción del legislador democrático), mientras que los derechos deben ser entendidos, por el contrario, como el espacio de lo indecidible (qué no) (2010, pp. 102 y ss.). El primero alude al ámbito de discreción de los órganos políticos; mientras que el segundo, al ámbito de los derechos, los cuales, desde su perspectiva, comprenden no solo a los derechos negativos, sino también a los positivos (Ferrajoli, 2010, p. 103). Entre ambos, la relación que se genera es de subordinación. Esta se expresa mediante el reconocimiento de los derechos civiles y políticos —que limitan la actuación del Estado en nuestro ámbito subjetivo de libertad— y de los derechos sociales que implican, por parte del Estado, un rol más activo (Ferrajoli, 2010, p. 32). En el caso de este último punto, la relación a la que alude Ferrajoli se torna más visible: los derechos sociales demandan, por parte del Estado, medidas concretas. Sin embargo, estas suponen su reconocimiento previo a nivel de la Constitución y las leyes. Si el Estado no actúa en consecuencia, estaría tolerando un escenario de desprotección de las libertades fundamentales, pese a que en el ámbito político esa aporía ya habría sido resuelta a favor de los ciudadanos.

			La visión de Ferrajoli parte del supuesto de que la democracia es un medio para la realización de los derechos. Así, existen dos visiones de la democracia que deben ser consideradas: la primera, a la que denomina «plebiscitaria»; y la segunda, a la que denomina «constitucional» (y que es, en definitiva, a la que se adhiere). La democracia plebiscitaria se basa en «la omnipotencia de la mayoría» (Ferrajoli, 2010, p. 25) y es, desde su punto de vista, «abiertamente inconstitucional, ya que la Constitución es justamente un sistema de límites y vínculos a todo poder» (2010, p. 26). La democracia constitucional, por el contrario, implica observar el principio de primacía de la Constitución como un parámetro para valorar el desempeño de la democracia. En efecto, para este autor la emergencia de figuras como el reconocimiento expreso de los derechos fundamentales en los textos constitucionales o la presencia de mecanismos de reforma más exigentes que los previstos durante la vigencia del legalismo implica, en los hechos, dejar atrás la dimensión meramente política de la democracia y adherir a esta una dimensión material o sustantiva que aboga por la protección de los derechos fundamentales y la consolidación de las instituciones que lo tornan posible (Ferrajoli, 2010, pp. 31-32).

			Frente a los argumentos de Ferrajoli, Gargarella plantea que estos incurren en los siguientes problemas: a) parten de un diagnóstico errado de la democracia (o de cómo opera en la práctica); b) toman como referencia una teoría de la democracia en particular (la democracia representativa), obviando el hecho de que esta no es la única, ni mucho menos la más significativa; c) presuponen que los derechos son autoevidentes cuando, en realidad, son objeto de un amplio y exigente debate (no solo en el ámbito jurídico, sino social y político); y d) consideran que los jueces están en mejor posición que los órganos políticos, o que los ciudadanos en general, para deliberar sobre sus alcances y aplicación. Vale decir, sus argumentos son, en este punto especifico, de corte elitista (2016, pp. 69-70).

			La repuesta dada por Gargarella a las críticas de Ferrajoli en contra del argumento democrático pone el acento en dos aspectos de la mayor importancia. Destaca la relación inescindible entre los derechos y la democracia, pero no como un sucedáneo —el uno o el otro—, sino como un complemento —el uno con el otro— que redunda en la optimización del interés público a través del dialogo colectivo. Y llama la atención sobre la importancia de pensar los derechos, antes que como «un territorio inviolable», como una condición de nuestra agencia política25.

			Ahora bien, quizá esta aporía podría resolverse de otra manera. ¿Es posible repensar el concepto de democracia para hacerlo compatible con las promesas del constitucionalismo? Consideramos que sí. Pero ello implica asumir que las instituciones cumplen un rol decisivo y que su diseño —y, sobre todo, su implementación— debe ser sensible al principio de autogobierno popular. Este principio no consiste, como señalan algunos, en tolerar únicamente que los ciudadanos elijan a sus representantes en procesos electorales, o que se recoja su opinión sobre asuntos de interés público mediante consultas populares, sino en garantizar que las decisiones que adopten quienes hablan en nuestro nombre dialoguen con nuestras expectativas y demandas. Sin embargo, para ello debemos prestar atención a cómo se organiza el poder y, en lo que respecta a nuestra investigación, en cómo se implementa el sistema de gobierno a la luz del principio de separación de poderes. 

			1.2. El sistema de gobierno y sus implicancias en el funcionamiento de un régimen democrático

			A continuación, vamos a referirnos al concepto de sistema de gobierno. Así, pondremos énfasis en tres variables: a) cuáles son los sistemas de gobierno más representativos en la experiencia comparada y qué características presentan; b) qué rol cumplen en el adecuado funcionamiento de las instituciones democráticas; y, por último, c) cuál es el estado de la cuestión respecto al debate presidencialismo-parlamentarismo en América Latina.

			1.2.1. El sistema presidencial

			El sistema de gobierno presidencial surgió con la Constitución de los Estados Unidos de 1787 (Przeworski, 2010, pp. 112-113). Los Founding Fathers consagraron, por un lado, un modelo para garantizar la estabilidad del régimen y, por el otro, para fomentar la cooperación entre poderes. No anhelaban un diseño que favoreciera la concentración del poder, pero tampoco que incentivara la anarquía. Su intención era establecer un liderazgo fuerte, respaldado por el pueblo, pero que al mismo tiempo se halle sujeto a controles estrictos para evitar la aparición de un poder despótico que ponga en riesgo las libertades fundamentales (Przeworski, 2010, p. 207).

			En el sistema de gobierno presidencial, el pueblo elige de forma directa al presidente26. Existen algunas excepciones, como el caso de los Estados Unidos, en las que un colegio o asamblea electoral cumple esa función27, aunque estas entidades, por lo general, actúan en consonancia con las preferencias de los electores. Asimismo, en este sistema de gobierno, el presidente actúa como jefe de gobierno y jefe de Estado. Esto significa que ejerce el poder de manera efectiva. En el sistema de gobierno parlamentario, en cambio, el primer ministro actúa solo como jefe de gobierno, mientras que el rey (o alguna otra figura tutelar) actúa como jefe de Estado28.

			En el presidencialismo, el presidente es elegido por un periodo fijo de gobierno. Durante ese lapso, goza de inmunidad, salvo el caso del impeachment que habilita al Congreso a investigar, procesar y sancionar al presidente por incurrir en actos desdorosos. Sin embargo, para que proceda, se requiere de un amplio consenso político. En el caso de los Estados Unidos, por ejemplo, se requiere de mayoría absoluta en la cámara de representantes y de mayoría calificada en la de senadores. En otros países, como Perú, Colombia, o Chile, se requiere de una mayoría calificada para su aprobación29.

			El sistema de gobierno presidencial, según Ackerman (2007, pp. 25 y ss.), se organiza en función del principio de separación de poderes. Así, tanto el presidente como el Congreso son elegidos por el pueblo. En el parlamentarismo, en cambio, el pueblo elige a sus representantes en el Congreso; pero estos eligen, posteriormente, al jefe de gobierno. En el presidencialismo, cada rama estatal cumple funciones específicas y están expuestas a controles —políticos y constitucionales— para evitar la concentración del poder. En el parlamentarismo, en principio, solo las minorías tienden a ejercer dichos controles30. En la medida en que el primer ministro depende del respaldo de la mayoría del Congreso, se asume que tanto el Ejecutivo como el Legislativo apuntan a los mismos fines y objetivos políticos31.

			Lo anterior se relaciona con lo que, en palabras de Pilar Domingo, son los elementos o variables esenciales del presidencialismo. En sus propios términos:

			El presidencialismo puro tiene dos características que lo definen: primero, el presidente es siempre el jefe del ejecutivo y es elegido por voto directo, o por un colegio electoral con poca o ninguna autonomía respecto a la preferencia electoral. En segundo lugar, el mandato presidencial es de periodo fijo, al igual que el legislativo: ni este ni el ejecutivo tienen la capacidad de disolver o acortar el mandato del otro. Por el contrario, en un sistema parlamentario, el mandato del jefe del ejecutivo -el primer ministro- proviene del parlamento (o legislativo), quien designa al primer mandatario. Por tanto, la legitimidad y autoridad del ejecutivo no proviene de voto popular directo sino de la cámara de representantes electos. Como consecuencia de esto, el mandato del primer ministro está sujeto a la aprobación del legislativo, el cual mantiene la facultad de derogar el poder del ejecutivo. De la misma manera, el primer ministro puede disolver el parlamento y llamar a elecciones anticipadas. Entre estos dos modelos «puros» encontramos sistemas híbridos que caen en diversas categorías de semipresidencialismo o semiparlamentario (Domingo, 1995, p. 121).

			Por último, en el presidencialismo, el presidente goza de plena autonomía para conformar su equipo de gobierno. No requiere del voto de confianza del Congreso, ni de su respaldo o adhesión política. En el parlamentarismo, en cambio, el gobierno surge del Congreso. Así, cuando ningún partido obtiene mayoría para gobernar, debe formar alianzas. Estas últimas surgen bajo el presupuesto de la distribución del poder. Es decir, la composición del gabinete es reflejo de los partidos o grupos políticos que lo integran32.

			Ahora bien, en algunos países que cuentan con sistemas de gobierno presidenciales, el Congreso posee la prerrogativa de interpelar y censurar a los ministros. Sin embargo, esta competencia no limita la discreción del presidente para designar a personas de su confianza en el gabinete, ni de reemplazarlas por otras que respondan al mismo tenor33. 

			En América Latina, es posible distinguir entre distintos tipos de presidencialismo. Según Carpizo (2009, pp. 194 y ss.), estos son: 

			
					Presidencialismo puro.

					Presidencialismo predominante.

					Presidencialismo atemperado.

					Presidencialismo con matices parlamentarios.

					Presidencialismo parlamentarizado.

			

			Cada una de estas categorías responde a condiciones y variables distintas. El presidencialismo puro, por ejemplo, deriva del modelo norteamericano de finales del siglo XVIII y pone énfasis en el principio de equilibrio de poderes. Este modelo «no posee matices parlamentarios, ni contiene elementos que alteren, en lo fundamental, el sistema de controles mutuos del presidencialismo» (Carpizo, 2009, p. 196). En el presidencialismo predominante, en cambio, el presidente ocupa una posición institucional destacada y cuenta con prerrogativas que, en principio, le permiten imponerse a los demás poderes34. Como señala Carpizo: «[en este modelo], el diseño constitucional hace del presidente de la República el eje y la columna del sistema político y, en consecuencia, existe un desequilibrio en el sistema de controles en su beneficio» (2009, p. 198).

			El presidencialismo atemperado, por su parte, es la otra cara de la moneda del presidencialismo predominante. En este, el Poder Legislativo actúa como el «pivote del sistema constitucional», y ejerce sus funciones en desmedro de las del gobierno (Carpizo, 2009, p. 199). Por su parte, el presidencialismo con matices parlamentarios consiste en la presencia de injertos propios del sistema parlamentario en un sistema de base presidencial, pero sin que estos desnaturalicen su esencia. Ese sería el caso, por ejemplo, de figuras como la interpelación y la censura de ministros. Al margen de su origen, estas figuras no ponen en cuestión la autoridad ni el liderazgo del presidente, ni alteran el balance de poderes que resulta clave en las democracias liberales (Carpizo, 2009, p. 200).

			En el presidencialismo parlamentarizado, en cambio, la presencia de estas figuras sí puede tener ese efecto (Carpizo, 2009, pp. 202-203). Es lo que sucede, por ejemplo, cuando se importan instituciones como la cuestión de confianza o la disolución del Congreso35. A diferencia de lo que sucede en el presidencialismo con matices parlamentarios, en el presidencialismo parlamentarizado estas pueden minar el balance de poderes y generar escenarios de tensión y enfrentamiento políticos. De ahí que para Carpizo sea importante resaltar la diferencia que existe entre ambos tipos de presidencialismo. En su opinión, «en el primer tipo, el presidencialismo acepta aspectos parlamentarios, pero el sistema continúa siendo primordialmente presidencial en virtud de que los controles entre los poderes políticos son los propios de este sistema. En cambio, en el presidencialismo parlamentarizado existe un régimen hibrido que acepta los controles de ambos tipos y los hace suyos, en combinaciones varias» (Carpizo, 2009, pp. 203-204). 

			En América Latina, durante la década de 1980 —y producto, en parte, de la experiencia previa de mediados del siglo XX en adelante—, se discutió con mucha intensidad la posibilidad de dejar atrás el presidencialismo36. Se planteó, entonces, que en reemplazo de este sistema de gobierno se opte por el parlamentarismo. Según los principales exponentes de esta propuesta, el presidencialismo había sido el principal responsable de la quiebra de la democracia en la región. Se le atribuía, por ejemplo, haber propiciado la caída de Salvador Allende en Chile, o la emergencia de una «trama corporativa» en Argentina37. La principal crítica en su contra residía en el hecho de que promovía la concentración del poder en cabeza del presidente (Nino, 1990, p. 43)

			
			
					Es un sistema de legitimidad dual; vale decir, uno en el que tanto el presidente como el Congreso son elegidos directamente por el pueblo. En el sistema de gobierno parlamentario, no se presenta este problema, pues el gobierno surge del Congreso, lo cual asegura una dependencia mutua entre ambos (Linz, 1990, p. 62).

					Es un sistema extremadamente rígido. El mandato del presidente tiene una duración fija y, salvo que esté involucrado en actos desdorosos, no puede ser removido del cargo durante ese periodo. En el parlamentarismo, en cambio, si el jefe de gobierno pierde el respaldo del Congreso, ya sea por hechos atribuibles a él o a factores externos que minan su liderazgo, se puede convocar a nuevas elecciones generales (Linz, 1990, pp. 64-65).

					Es un sistema que se organiza sobre la base de la regla «todo o nada», donde el ganador no comparte el poder con los demás partidos que participaron de la elección (juego de suma cero). En el modelo parlamentario la regla es distinta. El ganador tiene que consensuar con los demás partidos para formar el gobierno, salvo que haya obtenido una votación favorable tan abrumadora que pueda prescindir de ese respaldo (Linz, 1990, pp. 55-58). Pero no es lo usual. Lijphart sostiene, por ello, que el sistema de gobierno presidencial genera una mayoría artificial o forzada; a diferencia de lo que sucede en el parlamentarismo, en el que se promueve el consoncionalismo (cit. por Domingo, 1995, pp. 123-124). 

			

			
			
			
			
			
			
			
					En el presidencialismo se promueve la división de poderes, esquema que garantiza una adecuada distribución del poder y promueve el control —horizontal y vertical— interórganos. En el parlamentarismo, en cambio, no hay división de poderes. El gobierno surge del Congreso y, por tanto, las posibilidades de control y fiscalización políticas al poder de turno son menores (Cheibub, 2007, p. 37).

					En el presidencialismo se presenta el fenómeno del gobierno dividido; vale decir, el fenómeno de la distribución asimétrica del poder en el Ejecutivo y el Congreso. Eso ocurre, sobre todo, cuando el partido del presidente no posee una mayoría relevante en el segundo y para gobernar requiere de alianzas que reducen o limitan su capacidad de agencia. Sin embargo, señala Cheibub, en el parlamentarismo también se presenta este fenómeno. Es más, afirma, se presenta con mayor frecuencia que en el presidencialismo43. En efecto, según su investigación, los gobiernos de coalición son más frecuentes en el parlamentarismo que en el presidencialismo. Esto hace que los partidos que los integran tengan que ponerse de acuerdo y ceder, según el contexto político, en la implementación de sus agendas políticas maximalistas (Cheibub, 2007, pp. 55-57).

			

			
			
			
			
			
			
			
					Elección indirecta del Poder Ejecutivo49.

					El jefe de gobierno no ocupa, al mismo tiempo, el cargo de jefe de Estado, como suele ocurrir en el sistema presidencial.

					El jefe de gobierno asume la responsabilidad política por sus actos. Esta se materializa a través de la censura o el rechazo de la cuestión de confianza. En términos llanos, su permanencia en el cargo depende del respaldo de la mayoría parlamentaria50.

					Como contracara de la responsabilidad política que ejerce el Congreso sobre el Ejecutivo, el jefe de gobierno puede disolver las cámaras51.

			

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
					Suprimir sus causas, lo cual se traduce en eliminar la libertad. Madison emplea una metáfora para rechazar esta hipótesis. Sostiene que apuntar a ese objetivo equivaldría a «[…] desear la desaparición del aire, indispensable a la vida animal, porque comunica al fuego su energía destructora» (Hamilton, Madison & Jay, 2010, pp. 36-37). Es decir, suprimir la libertad que hace posible la existencia de las facciones, en los hechos supondría un oxímoron: serviría para alcanzar un fin loable —desterrar la amenaza del desgobierno y el caos político—, pero a costa de eliminar también aquello que lo justifica: el establecimiento de una república inspirada en la protección de la dignidad humana.

					Descartada la primera vía, opta, entonces, por «reprimir sus efectos», aunque advierte de sus dificultades. Para Madison, el espíritu de facción hace parte de la naturaleza humana. Convivimos con él. Y, si queremos evitar su influencia, debemos oponerle una fuerza o poder semejante (Hamilton, Madison & Jay, 2010, p. 37). Más adelante, se referirá con mayor detalle a esta idea cuando sostenga, en una afirmación que se ha vuelto canónica en la teoría constitucional contemporanea, que «la ambición se debe combatir con la ambición».

			

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
					La vulneración de los tres pilares de la democracia liberal: elecciones libres y competitivas, los derechos de asociación y de libre expresión y el Estado de derecho. El ataque a alguna (o algunas) de estas impacta, por lo general, en las demás. Así, por ejemplo, es muy difícil que la vulneración del principio de separación de poderes no implique, al mismo tiempo, la vulneración de los derechos de participación política (Ginsburg & Huq, 2018, p. 44).

					La identificación de un momento en el que la democracia constitucional funcionó bien, o relativamente bien, para compararlo con otro en el que se presenta la erosión de sus instituciones. En este punto, ambos autores resaltan el hecho de que no es posible hablar de erosión democrática si no la precede una democracia en sentido pleno, o esta adolece de sus mismos problemas (Ginsburg & Huq, 2018, p. 44).

					La vía lenta no desemboca necesariamente en el colapso de la democracia. En ocasiones, puede dar pie a un escenario de autoritarismo competitivo en el que se mantienen —de fachada— algunas figuras o instituciones democráticas con el fin de contribuir a su aceptación tácita por parte de «nosotros, el pueblo» (Ginsburg & Huq, 2018, p. 44).

					Por último, es indispensable establecer la relación entre el número de hechos o situaciones lesivas para la democracia y su efecto en la calidad del régimen político. Podemos estar ante un proceso de vía lenta, pero no reconocerlo hasta llegar a un punto de no retorno. ¿Cuál es este?, ¿cómo se define? De eso se trata entender la naturaleza e implicancias de este nuevo fenómeno (Ginsburg & Huq, 2018, p. 45).

			

			
			
			
			
					El estancamiento de la economía. Afirma que en las últimas décadas el mundo ha atravesado una caída persistente del crecimiento económico, lo cual ha tenido, sin duda, un impacto relevante en el aumento de la desigualdad y la movilidad social. Así, pone como ejemplo el caso de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), los cuales han sufrido una reducción de sus economías de alrededor del 4% tras la posguerra y del 2% en la actualidad. Esta variable responde al proceso de globalización económica y al desmantelamiento de las políticas de protección social, desde la década de 1980 en adelante (Przeworski, 2022, p. 126).

					La polarización política. Przeworski sostiene que otra de las causas probables del deterioro democrático es el clima de división y polarización políticas que afrontan nuestros países. Este escenario se ha agudizado, principalmente, en Europa y Estados Unidos, con la emergencia de partidos o movimientos políticos con programas ajenos al consenso liberal, o con la radicalización de un ala del partido republicano que reivindica ese tipo de discursos (Przeworski, 2022, p. 135). En ese sentido, en Europa, el elemento que más consenso genera es el fenómeno de la inmigración: «El aumento de la polarización es particularmente evidente en relación con la inmigración. La inmigración —en algunos, específicamente el ingreso de refugiados— es, además, la cuestión más destacada, aquella que más divisiones provoca en Europa» (Przeworski, 2022, p. 137).

			

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
					Las DD son extremadamente personalistas. Los presidentes en este esquema asumen que han sido investidos de un poder omnímodo y actúan como si no tuvieran límites o contrapesos institucionales efectivos. Los únicos límites que aceptan son aquellos que resultan de las relaciones de poder en las que se sustenta su legitimidad y autoridad política (O’Donell, 1997, p. 293).

					En las DD prevalece el componente democrático sobre el liberal. Las DD tienden a ser mayoritaristas. Una vez que se ha elegido al gobernante de turno, este cuenta con la autoridad para imponer su visión al resto de la sociedad. Esto hace que el líder asuma el control de la escena política, pero también la responsabilidad por sus actos (O’Donell, 1997, p. 294). Ello explica por qué en muchos países de la región los presidentes gozan de un alto respaldo político al comienzo de su periodo; pero, a medida que pasa el tiempo, este decae, llegando incluso a niveles mínimos (O’Donell, 1997, p. 301).

					En las DD, al igual que en las DR, tanto la oposición como los medios de comunicación pueden expresar sus puntos de vista. Asimismo, los tribunales de justicia controlan y revierten, en algunos casos, las decisiones del gobierno. En otras palabras, en las DD, se garantiza un piso mínimo de libertad. No se trata de un escenario en el que el líder ejerce su autoridad de forma arbitraria, sino con la anuencia de las mayorías (O’Donell, 1997, p. 295).

					Por ello, la principal diferencia, según O’Donell, entre la DR y la DD radica en la falta de accountability horizontal. En efecto, en la DD, este resulta muy débil o es inexistente (O’Donell, 1997, p. 296). Los gobernantes tratan de evadirlo apelando a su influencia y liderazgo político o persuadiendo a la opinión pública de su irrelevancia. Ese es el caso, por ejemplo, de los procesos políticos decisorios. En el marco de la DR, estos suelen ser lentos y tediosos, pues deben atravesar por diversas etapas; mientras que, en el marco de la DD, suelen ser rápidos y dinámicos, pues dependen, por lo general, del impulso del líder (O’Donell, 1997, p. 296).
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